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Causa nº53209    “Banco de la Pcia. de Bs. As.          

                  c/ Urraco Hnos. y Melatti S de H y otros     

                  s/ Cobro de Pesos”. 

                  Juzgado Civil y Comercial nº2-Tandil-

                   Reg.....67......Sent.Civil.

En la ciudad de Azul, a los     4     días del mes de Agosto        del año Dos Mil Nueve, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial Departamental, Sala II, Doctores Víctor Mario Peralta Reyes, Jorge Mario Galdós y Ana María De Benedictis, para dictar sentencia en los autos caratulados: "Banco de la Pcia. de Bs. As. c/ Urraco Hnos. y Melatti S de H y otros s/ Cobro de Pesos” (Causa Nº53209), habiéndose procedido oportunamente a practicar la desinsaculación prescripta por los arts. 168 de la Constitución Provincial, 263 y 266 del C.P.C.C., resultando de ella que debían votar en el siguiente orden:  Dr. PERALTA REYES, Dra. DE BENEDICTIS y Dr. GALDOS. 

            Estudiados los autos, el Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:

                       -C U E S T I O N E S-
     1ra.-¿Es justa la sentencia apelada de fs.243/249?

     2da.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

-V O T A C I O N-

          A LA PRIMERA CUESTION, el Sr.Juez DR.PERALTA REYES, dijo:
                
I. El Banco de la Provincia de Buenos Aires promovió demanda por cobro de pesos contra Urraco Hermanos y Melotti Sociedad de Hecho, Cecilio Santiago Urraco, Diego Alberto Urraco, Alicia Mabel Crocci de Urraco y Alicia Melotti, por la suma de $ 64.445 en concepto de capital, con más intereses y costas. Se desprende del relato esbozado en la demanda, que los accionados operaban como titulares de la cuenta corriente n° 13.363/4 y de la tarjeta de crédito PACTAR n° 5660140013916019, por lo que la suma reclamada deriva de estos dos contratos claramente diferenciados (fs.23/23vta.).




Se afirma en la demanda, al detallarse la operatoria de la mencionada cuenta corriente bancaria, que entre el banco accionante y los demandados existía un contrato de descuento de documentos o cheques de pago diferido librados por terceros, con un límite máximo autorizado de $ 20.000, el que se acredita con la solicitud de préstamo n° 2905 de fecha 24-3-98 (acompañada a fs.5/6vta.). Se dice en la demanda que en garantía de esas operaciones y de la totalidad del giro bancario de los demandados, se suscribieron dos contratos de fianza, uno de ellos con fecha 6-10-92 por la suma de $ 8.000, y el otro con fecha 20-9-93 por la suma de $ 7.500 (agregados a fs.8/8vta. y fs.7/7vta.), totalizándose una suma avalada de $ 15.000 (ver relato de fs.23vta./24). Se señala, además, que los demandados descontaron diversos cheques de terceros, habiendo adelantado el banco los importes, pero al ser presentados al cobro en las fechas respectivas, tales instrumentos fueron devueltos por los bancos girados por carecer de fondos suficientes. Se expresa que, ante esa situación, los accionados debían cubrir el saldo impago de la cuenta corriente, pero ello no sucedió, pese a los requerimientos formulados (fs.24/24vta.). Finalmente, se enumeran los distintos cheques involucrados y se sostiene que el total de la deuda por cheques descontados asciende a la suma de $ 14.445 (fs.24vta./25).




Con relación a la restante causa fuente de la obligación, se puntualiza en la demanda que mediante el uso de la tarjeta de crédito PACTAR n° 5660140013916019, se encuentra pendiente de pago la suma de $ 50.000, que los demandados nunca abonaron. Se dice que ello se acredita con el cupón suscripto por Cecilio Urraco, del cual emana que la accionada realizó adquisiciones en la empresa Acindar Industria Argentina de Aceros S.A., con vencimiento el día 1-9-00, por la suma total de u$s 50.000 (fs.25/25vta.). En un escrito posterior (fs.35/35vta.), la parte actora amplió la demanda contra Noeli Kessy de Urraco, en su carácter de fiadora de los codemandados hasta la suma de $ 15.500, invocando a tal fin los ya mencionados instrumentos glosados a fs.7/7vta. y 8/8vta.




La litis se fue integrando con los distintos accionados, habiendo contestado la demanda Urraco Hermanos y Melotti Sociedad de Hecho (fs.51/53), Noeli Kessy de Urraco (fs.60/62), Diego Urraco (fs.66/68vta.), Cecilio Santiago Urraco (fs.73/76), Alicia Melotti (fs.93/95vta.) y Alicia Mabel Crocci (fs.98/100vta.). Posteriormente, se abrió la causa a prueba (fs.107) y se produjeron los respectivos medios probatorios.




II. Al haber concluido la etapa probatoria, en la instancia de origen se dictó la sentencia que ha llegado apelada a esta alzada (fs.243/249).




En el pronunciamiento en análisis se ponderaron las distintas relaciones jurídicas en que se basó la demanda y se evaluó la situación de cada codemandado, arribándose a la siguiente decisión: 1) Se rechazaron las excepciones de falta de legitimación pasiva y prescripción interpuestas, y se condenó a Alicia Melotti, Cecilio Santiago Urraco, Diego Alberto Urraco y Alicia Mabel Crocci de Urraco al pago del monto de $ 14.445, reclamado por operaciones de descuento de cheques. 2) Se condenó a Urraco Hermanos y Melotti Sociedad de Hecho y a Cecilio Santiago Urraco por el monto de $ 50.000, reclamado en razón del uso de la tarjeta de crédito Pactar. 3) Se condenó a Noeli Kessy de Urraco como fiadora solidaria de los titulares de la cuenta corriente, por los montos contractualmente afianzados de $ 15.500. 4) Se impusieron las costas a los codemandados vencidos, difiriéndose la regulación de  honorarios (fs.248vta./249).




Comienza valorando el juzgador el informe pericial contable del Cdor. Francisco Antonio Civale (fs.207/208), que establece que los titulares de la cuenta corriente en cuestión son Alicia Melotti, Cecilio Santiago Urraco, Diego A. Urraco y Alicia Mabel Crocci de Urraco, y que el monto total de los montos descontados es de $ 14.445. Asimismo, se desprende de dicha pericia contable que de los documentos en estudio no surge quienes son titulares de la Tarjeta de Crédito Pactar, aunque existen constancias que acreditan que los solicitantes de la tarjeta de crédito n° 5660140013916019, son Urraco Hermanos y Melotti Sociedad de Hecho y Cecilio Santiago Urraco. También refiere el experto que existen constancias de una transacción comercial efectuada por Cecilio Santiago Urraco por un monto de $ 50.000, suma que fue abonada por el Banco de la Provincia de Buenos Aires a la empresa ACINDAR S.A. (fs.246vta./247).




En base a esas conclusiones periciales, pasó el sentenciante de grado a analizar las circunstancias de cada codemandado, realizando las siguientes consideraciones:




1) Entendió respecto a la codemandada Urraco Hermanos y Melotti Sociedad de Hecho, que debe prosperar la excepción de falta de legitimación pasiva opuesta con relación a la deuda emergente del descuento de cheques en cuenta corriente, por cuanto esta sociedad no resulta ser titular de la cuenta en cuestión, conforme emana del informe del experto contable (fs.247, punto a).




2) Consideró respecto al codemandado Cecilio Santiago Urraco, que si bien éste negó haber firmado la solicitud de préstamo de fs.5/6, acerca de la cual nada dice la pericia, el experto determinó que es titular de la cuenta corriente, de modo que debe rechazarse la excepción de falta de legitimación pasiva por él opuesta (fs.247, punto b).




3) Siempre respecto al codemandado Cecilio Santiago Urraco, pero con relación a la deuda por el uso de la tarjeta de crédito, dijo que el nombrado y la mencionada sociedad de hecho fueron los solicitantes de la tarjeta. Y agregó que el cupón obrante a fs.19, con fecha de compra el día 1-9-98 y fecha de liquidación el día 1-9-00, cuenta con firma indubitada de Cecilio Santiago Urraco, por lo que cabe dilucidar si la deuda se encuentra prescripta como lo pretende la demandada (fs.247 in fine y 247vta.).





En función de ello, ponderó el plazo de prescripción establecido en el art.47 inciso b) de la ley 25.065 (de tres años para las acciones ordinarias), y dijo que el mismo debe correr a partir del momento en que el derecho pueda hacerse valer. Así sostuvo que, en el caso de autos, el plazo trienal debe computarse a partir del día 1-9-00, fecha de liquidación del cupón en cuestión, por lo que a la fecha de interposición de la demanda la prescripción no había operado. En función de ello desestimó la excepción de prescripción interpuesta por Cecilio Santiago Urraco (firmante del cupón) y por Urraco Hermanos y Melotti Sociedad de Hecho (solicitante de la tarjeta de crédito) (fs.248).




4) Sostuvo respecto a la codemandada Noeli Kessy de Urraco, firmante de los contratos de fianza de fs.7/8, que la acción derivada de los mismos no se encuentra prescripta. Y así arguyó que, más allá de que haya calificado a la excepción como de prescripción, la codemandada invocó la liberación a que se refiere el art.482 del Código de Comercio, destacando que ambos institutos no deben ser confundidos. Dijo que las normas relativas a la liberación del fiador, están destinadas a regir las relaciones entre éste y el deudor afianzado, sin posibilidad de que se afecte la vinculación jurídica establecida por la fianza entre el acreedor y el fiador. Aseveró que, en particular, el art.482 del Código de Comercio contempla los supuestos en que el fiador puede reclamar al afianzado que lo libere de la obligación asumida, pero ninguna de las situaciones allí previstas es oponible al acreedor (fs.248/248vta.).




5) Dijo con relación a los codemandados Diego Alberto Urraco, Alicia Melotti y Alicia Mabel Crocci de Urraco, que resultando de la pericia contable que todos ellos -junto con Cecilio Santiago Urraco- resultan ser los titulares de la cuenta corriente en cuestión, cabe el rechazo de las excepciones y defensas por ellos opuestas (fs.248vta.).




III. El pronunciamiento que he referenciado en el apartado anterior, fue pasible del recurso de apelación deducido por Alicia Melotti, Cecilio Santiago Urraco, Urraco Hnos. y Melotti Sociedad de Hecho, Diego Alberto Urraco, Alicia Mabel Crocci y Noeli Kessy de Urraco (fs.257), quienes abastecieron su impugnación por conducto del memorial que luce agregado a fs.260/264.




Las críticas de los recurrentes apuntan a tres cuestiones que se muestran claramente diferenciadas, a saber: 1) Sostienen los apelantes que en la sentencia apelada no se ha considerado la falta de presentación, por parte del banco accionante, de los cheques descontados y supuestamente rechazados al momento del cobro. Y critican al decisorio apelado, por cuanto en el mismo se tuvo por probada la existencia del descuento y la falta de cancelación oportuna de los cartulares. 2) Argumentan los impugnantes, asimismo, que el a quo consideró en forma equivocada el momento a partir del cual debe comenzarse a computar el plazo de prescripción de la acción ordinaria por cobro de tarjeta de crédito. 3) Consideran los recurrentes que en la sentencia se dejó de aplicar, infundadamente, el plazo de prescripción de la fianza, que se encuentra previsto legalmente para casos como el presente (ver desarrollos de fs.261vta./264).




Al haberse contestado el traslado del memorial (fs.266/267) y practicado los demás actos procesales de rigor, se encuentran los presentes actuados en condiciones de ser abordados a los fines del dictado de la presente sentencia.




IV. El primer agravio de los apelantes está referido al contrato de descuento de documentos o cheques de pago diferido librados por terceros, que se instrumentó a través de la solicitud de préstamo n° 2905 de fecha 24-3-98, que luce agregada a fs.5/6vta. Sostuvo el banco accionante, en el escrito de demanda, que los demandados descontaron diversos cheques de terceros, habiendo adelantado el banco los respectivos importes. Sin embargo, al ser presentados al cobro en las fechas respectivas, los referidos cheques fueron devueltos por los bancos girados por carecer de fondos suficientes. Ante esta situación los accionados debían cubrir el saldo impago de la cuenta corriente, pero ello no sucedió, pese a los requerimientos formulados. El total de la deuda por cheques descontados, según los términos de la demanda, asciende a la suma de $ 14.445 (véase la reseña que formulé en el segundo párrafo del apartado I de este voto).




1) Ahora bien, conforme ya lo destaqué, en su memorial los apelantes critican la sentencia dictada en la anterior instancia, al puntualizar que en la misma no se consideró la falta de presentación -por parte del banco accionante- de los cheques descontados y supuestamente rechazados al momento del cobro (ver apartado III, segundo párrafo, punto 1). Así destacan los recurrentes, en otro tramo de su recurso, que no habiendo acompañado la actora los cheques supuestamente rechazados no puede pretender ningún tipo de cobro, ya que la única manera de probar su supuesto derecho es la tenencia del cartular presentado temporáneamente y rechazado (fs.262). Y agregan que la prueba omitida por la contraria resulta ineludible, no permitiendo el progreso de la acción en tal sentido; poniendo de relieve que los cheques rechazados no aparecieron en ningún momento, ni se agregaron a la causa, ni el perito contador tuvo oportunidad de verlos en su inspección. Puntualizan que existe un asiento que acredita una determinada suma en la cuenta corriente de los demandados, y luego no existe ningún otro dato relevante como no sean los meros dichos de la actora. Y enfatizan en que el ejecutante ha omitido agregar la única prueba indubitable de la existencia de la deuda que serían los cheques rechazados que debieron estar en su poder (fs.262/262vta.). Señalan los recurrentes, por último, que tampoco se ha probado la notificación de los rechazos alegada por la actora y negada por su parte (fs.263vta.).




No comparto el planteo esbozado por los apelantes, puesto que, por el contrario, considero que existen suficientes elementos probatorios para sustentar la pretensión de cobro de los cheques de terceros que fueron descontados en la cuenta corriente de los accionados. Seguidamente pasaré a fundamentar esta aserción liminar, en base a lo que se desprende de las constancias emanantes de la causa (arts.375 y 384 del Cód. Proc.).




2) Se está ante una operatoria que resulta muy usual en el sistema bancario, mediante la cual la entidad crediticia otorga una asistencia financiera; la cual reposa sobre la preexistencia de un crédito incorporado al patrimonio del cliente bancario, cuyo cobro está supeditado al transcurso de cierto tiempo, el que se neutraliza con el auxilio del banco y sacrificando una porción de aquél crédito. Así, es posible enunciar que mediante la operación de descuento el banco anticipa al cliente el importe de un crédito de éste frente a terceros, o sea que le concede el goce de una suma de dinero por un determinado período de tiempo. El cliente, a cambio, asume la obligación de la restitución y del pago de los intereses retenidos anticipadamente según una práctica común (conf. Barbier, Contratación Bancaria, tomo 2, Empresas, pág.90). En un mismo orden de ideas se ha señalado que, en el descuento bancario, el cliente debe transmitir al banco el crédito descontado. El descontante (banco) es titular absoluto y exclusivo del crédito o título de crédito descontado, permaneciendo el descontatario (cliente) obligado en forma subsidiaria a la restitución del anticipo y al pago de los intereses, en caso de que el deudor descontado (tercero) no pagare al vencimiento (Operaciones bancarias de crédito, Digesto Práctico La Ley dirigido por Rouillón, pág.857 n° 4240, con citas de Bonfanti, Labanca y Noacco, Williams, Villegas y Martorell).




3) En los términos antedichos se desenvolvió la relación jurídica entre los litigantes de autos, habiéndose acordado en la solicitud de préstamo n° 2905 (de fecha 24-3-98), cuando se detalló la operación, que la misma consistía en "documentos descontados-cheques de pago diferido librados por terceros", por un importe de $ 20.000 y por un plazo de noventa días. Se hizo constar, asimismo, que en caso de acordarse el crédito su importe neto será acreditado en la cuenta corriente n° 13.363/4 (ver fs.5). Por lo demás, con el escrito de demanda se acompañó un detalle extendido con fecha 22-4-02, suscripto por el Gerente y el Jefe Operativo de la Sucursal bancaria, donde se indicaron los siete cheques descontados, con mención de sus respectivos libradores y de los bancos girados, los que ascendieron a un monto total de $ 14.445 (ver fs.4).




Ahora bien, en la pericia contable practicada en autos se hizo constar que los titulares de la cuenta corriente n° 13.363/4, son las siguientes personas: Alicia Melotti, Cecilio Santiago Urraco, Diego Alberto Urraco y Alicia Mabel Crocci de Urraco (fs.207 in fine, respuesta al punto 1). Y luego de examinar las constancias contables del banco actor, detalló el perito contador los cheques que fueron descontados por la institución crediticia, los que resultan coincidentes con el referido detalle de fs.4, ascendiendo a la cantidad total de $ 14.445 (ver fs.207vta., respuesta al punto 2).




Tal como lo he destacado, el argumento de los recurrentes recae en la falta de presentación, por la entidad bancaria, de los cheques descontados en la cuenta corriente n° 13.363/4, pues dentro de la mecánica del descuento bancario de cheques (expuesta en el punto 1), podría caber la posibilidad de que el banco hubiera cobrado los importes de los cheques de sus respectivos libradores (lo que obstaría a la procedencia de la presente acción). Más aún, el perito contador tampoco ha podido clarificar este aspecto de la litis, porque la entidad bancaria no le aportó documentación sobre el particular (ver fs.207vta./208, respuestas a los puntos 3 y 4). Tampoco la prueba informativa arrojó resultados positivos, a juzgar por las respuestas a los oficios librados en la causa, que lucen a fs.157, 158 y 232 ( arts.384, 394, 401, 474 y ccs. del Cód. Proc.).




No obstante ello, esta parcela del litigio se encuentra aclarada con la prueba confesional de los demandados. En efecto, a fs.191 se labró acta en la que se hizo constar la incomparecencia de los accionados a la audiencia de absolución de posiciones, y a fs.217 se dictó la pertinente resolución disponiéndose la apertura del pliego (el que quedó glosado a fs.218). Así las cosas, cabe tener por confesos a los accionados que no comparecieron a la audiencia, sobre los hechos personales consignados en el pliego de fs.218, teniendo en cuenta las circunstancias de la causa (art.415 del Cód. Proc.). Y es sabido que la confesión ficta produce los mismos efectos que la expresa, en cuanto a la admisión de los hechos personales contenidos en las posiciones, si bien es cierto que sólo crea una situación desfavorable al absolvente y constituye una mera presunción juris tantum que puede ser desvirtuada por prueba en contrario (conf. Morello, Sosa, Berizonce, Códigos Procesales, tomo V-B, págs.76 y 77). 




De esta manera, ante la ausencia de prueba en contrario, corresponde tener por admitido que los cheques descontados fueron rechazados por los bancos librados; que el banco actor puso esta circunstancia en conocimiento de los demandados; y que el total de los cheques descontados y rechazados por los bancos librados ascendía a la suma de $ 14.445 (posiciones octava, novena y décima del pliego de fs.218; arts.384, 402, 407, 408, 409, 415, 421 y ccs. del Cód. Proc.). Es por ello que se desmorona el primer agravio de los apelantes, debiendo confirmarse esta parcela del decisorio impugnado. 




V. El segundo agravio de los accionados radica, como se vio, en el momento inicial fijado por el a quo para el cómputo del plazo de prescripción de la acción de cobro del crédito derivado de tarjeta de crédito. En la sentencia se analizó el cupón obrante a fs.19, en el cual se consignó como fecha de compra el día 1-9-98, y como fecha de liquidación el día 1-9-00; habiendo entendido el juzgador que es a partir de esta segunda fecha que debe computarse el plazo trienal de prescripción del art.47 inciso b) de la ley 25.065, por lo que el mismo no se había completado al momento de promoción de la demanda de autos (lo que sucedió el día 12-6-02, según cargo de fs.28vta.).




Los apelantes han estimado erróneo el criterio del sentenciante de grado, sosteniendo que la ley no fija el inicio del plazo de prescripción en ese momento, por lo que, en su decir, el curso de la prescripción comienza con la realización de la operación, que marca el nacimiento del crédito (fs.263vta., apartado IV.B.2.). Este planteo no se ajusta a derecho, conforme lo pondré de resalto a continuación. 




En efecto, si bien el art.47 de la ley 25.065 ha omitido fijar el dies a quo a partir del cual se computará el plazo de prescripción, no pueden caber dudas en el sentido de que el mismo debe ubicarse en el momento en que el derecho pueda hacerse valer (arts.3956 y 3957 del Cód. Civil.). Sostiene Muguillo, sobre el particular, que el plazo comenzará a correr desde el acaecimiento del hecho o del incumplimiento que genere la posibilidad de ejercer la acción respectiva conforme a las disposiciones generales aplicables al caso, según el art.3° de la ley 25.065 y el art.207 del Código de Comercio (Régimen de Tarjetas de Crédito, Ley 25.065, Textos legales Astrea, 2da. edición, págs.221 y 222). En un mismo sentido apunta Wayar que, por aplicación de los principios generales, el plazo de prescripción debe computarse desde que la respectiva obligación se ha hecho exigible (Tarjeta de crédito y defensa del usuario, pág.338; esta Sala, causa n°49052, "Caja de Crédito", sentencia del 25-10-05).




Una obligación es exigible cuando se encuentra expedita la acción para reclamarla o, según las expresiones de Wayar, cuando se encuentra dotada de acción y el objeto de su prestación sea cierto en el quid y en el quantum (Tratado de la mora, pág.133). Pues bien, siguiendo estos conceptos cabe decir que, en el caso de autos, la obligación de los accionados recién devino exigible en la fecha de liquidación indicada en el cupón de fs.19 (1-9-00), por lo que debe ser rechazado el agravio en análisis (art.47 de la ley 25.065, arts.3956, 3957 y ccs. del Cód. Civil).




VI. En el pronunciamiento en crisis se decidió, con relación a Noeli Kessy de Urraco, firmante de los contratos de fianza de fs.7/8, que la acción derivada de los mismos no se encuentra prescripta. Y para respaldar esta aserción, sostuvo el a quo que más allá de que se haya calificado a la excepción como de prescripción, la codemandada invocó la liberación a que se refiere el art.482 del Código de Comercio, destacando que ambos institutos no deben ser confundidos. Dijo el juzgador que las normas relativas a la liberación del fiador, están destinadas a regir las relaciones entre éste y el deudor afianzado, sin posibilidad de que se afecte la vinculación jurídica establecida por la fianza entre el acreedor y el fiador (ver el punto 4 del apartado II de este voto).




Ahora bien, los apelantes cuestionaron esta parte del fallo, habiendo sostenido que en la sentencia se dejó de aplicar infundadamente el plazo de prescripción de la fianza, que se encuentra previsto legalmente para casos como el presente. Y así destacan que resulta de aplicación el art.482 inciso 4 del Código de Comercio, aún cuando el mismo sea un plazo de liberación, como lo destaca el magistrado. Dicen que en autos se da el supuesto previsto en dicho inciso, porque la fianza es por tiempo indefinido y no es onerosa; agregando que la pérdida de vigencia del acuerdo no sólo es invocable entre deudor afianzado y fiador, sino que afecta al contrato como tal y, en consecuencia, incluye al acreedor de la obligación afianzada (ver fs.263).




La sentencia apelada se encuentra ajustada a derecho, por lo que en modo alguno puede receptarse el agravio en examen. Así al analizarse los alcances de la liberación de la fianza, se ha sostenido: "Las previsiones del artículo 482 del Código de Comercio referentes a la liberación de la fianza sólo competen a las relaciones entre fiador y deudor, y en nada afectan la relación entre acreedor principal y fiador surgida del contrato de fianza, puesto que la acción del fiador es autorizada contra el deudor afianzado y por los hechos relativos a éste. El acreedor de la obligación principal tiene derecho a que se mantenga la garantía o seguridad de su crédito en la forma estipulada" (Código de Comercio Comentado y Anotado, Rouillón director, Alonso coordinador, tomo I, págs.983 y 984, con cita de doctrina y jurisprudencia). 

           
VII. Propicio, en consecuencia, la confirmación de la sentencia apelada en todo lo que ha sido materia de agravio.



      Así lo voto.

                 A la misma cuestión, los Dres. DE BENEDICTIS y GALDOS votaron en igual sentido.

      A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Doctor PERALTA REYES, dijo:

               
Atento a lo que resulta del tratamiento de la cuestión anterior, se confirma la sentencia apelada de fs.243/249, imponiéndose las costas de alzada a los apelantes vencidos en el trámite recursivo (art.68 del Cód. Proc.). Difiérese la regulación de honorarios para su oportunidad (arts.31 y 51 del dec.ley 8.904/77).




Así lo voto.

                A la misma cuestión, los Dres. DE BENEDICTIS y GALDOS votaron  en igual sentido.     

                Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:

S  E  N  T  E  N  C  I  A
                        Azul,  Agosto            de 2009. -

     AUTOS Y VISTOS:
          CONSIDERANDO:                     

                         Por todo lo expuesto, atento lo acordado al tratar las cuestiones anteriores, demás fundamentos del acuerdo, citas legales, doctrina y jurisprudencia referenciada y lo dispuesto por los arts. 260 y 261 y concs. del C.P.C.C., se resuelve: confirmar la sentencia apelada de fs.243/249, imponiéndose las costas de alzada a los apelantes vencidos en el trámite recursivo (art.68 del Cód. Proc.). Difiérese la regulación de honorarios para su oportunidad (arts.31 y 51 del dec.ley 8.904/77). Regístrese. Notifíquese por Secretaría y devuélvase. Fdo.: -Dr. -Víctor Mario Peralta Reyes- Presidente – Cámara Civil y Comercial – Sala II - Dr. Jorge Mario Galdós -Juez – Cámara Civil y Comercial – Sala II – Dra. Ana María De Benedictis - Juez – Cámara Civil y Comercial – Sala II – Ante mi: Dra. María Fabiana Restivo  – Secretaria – Cámara Civil y Comercial – Sala II.------------

